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Expediente: 1426 

Fecha: Caracas, 21/02/2001 

Partes: Idalucy Fuente de Soda C.A. contra la sentencia definitiva de fecha 08/02/2000 dictada por el Juzgado Sexto de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas 

Motivo: Recurso de apelación. Sin lugar. 

REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 

EN SU NOMBRE 

Procedencia: Juzgado Superior Sexto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas.

PARTE ACTORA: ENDER SANABRIA, venezolano, mayor de edad, de este domicilio y titular de la cédula de identidad Nº 9.460.222.

APODERADOS JUDICIALES DE LA PARTE ACTORA: ANTONIO JOSÉ PARACO MORALES y ELIA M. BERMÚDEZ MATA, abogados en ejercicio, de este domicilio e inscritos en el Instituto de Previsión Social del abogado bajo los Nros 54.241 y 36.544, respectivamente.

PARTE DEMANDADA: IDALUCY FUENTE DE SODA C.A., inscrita en el Registro Mercantil Segundo de la Circunscripción Judicial del Distrito federal y Estado Miranda, en fecha 13 de noviembre de 1990, bajo el Nº 38, Tomo 44-A-SGDO. 

APODERADO JUDICIAL DE LA PARTE DEMANDADA: ANTONIO MEDINA, abogado en ejercicio, de este domicilio e inscrito en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo el Nº 14.446. 

MOTIVO: PRESTACIONES SOCIALES.

EXPEDIENTE Nº 001426.- 

Han subido a esta Superioridad las presentes actuaciones en virtud del Recurso de Apelación ejercido por el abogado Antonio Medina, apoderado judicial de la parte demandada en fecha 01 de marzo de 2000 en contra de la decisión dictada en fecha 08 de febrero de 2000 por el Juzgado Sexto de Primera Instancia de esta circunscripción Judicial, que declaró Con Lugar la demanda incoada por el ciudadano ENDER SANABRIA en contra de la empresa INDALUCY FUENTE DE SODA C.A.

Oída la apelación en ambos efectos por auto de fecha 09 de marzo de 2000, se acordó remitir el expediente al Juzgado Distribuidor de turno, el cual mediante sorteo respectivo asignó el conocimiento de la presente causa a este Juzgado, dándosele entrada por auto fechado 17 de marzo de 2000 y asimismo, fijó un lapso de ocho (08) días de despacho siguientes para promover y evacuar pruebas. 

Cursa en el folio 163, escrito de promoción de pruebas consignado por el abogado Antonio Medina, apoderado judicial de la parte demandada en fecha 28 de marzo de 2000.

Por auto de fecha 03 de abril de 2000, se fijó la oportunidad para la presentación de los informes por las partes para el vigésimo (20º) día de despacho, en la cual solo la parte accionada hizo uso de ese derecho.

En fecha 11 de mayo de 2000, el Tribunal dijo vistos y fijó un lapso de ocho (08) días de despacho siguientes la oportunidad, para que la parte actora presente su escrito de observaciones a los informes presentados por la parte accionada.

Por auto fechado 25 de mayo de 2000, el Tribunal dejó constancia de que ninguna de las partes presentó escritos de observaciones, dijo vistos y fijó para dentro de sesenta (60) días calendarios siguientes la oportunidad para decidir la presente causa, y en fecha 25 de julio de ese mismo año, se difirió para dentro de treinta (30) días siguientes.

Por auto fechado 18 de septiembre de 2000, el Tribunal dejó constancia de que no serían computados para dictar sentencia, los días transcurridos desde el 15 de agosto hasta el 15 de septiembre de 2000, reanudándose dicho lapso por días consecutivos a partir del 16 de septiembre de ese mismo año. 

Mediante diligencias de fechas 24/10/2000, 01/11/2000 y 05/02/2001, compareció el abogado Antonio José Paraco y solicitó al Tribunal se pronunciase sobre la causa en estudio. 

Siendo la oportunidad para dictar sentencia, este Juzgador se pronuncia respecto del asunto que le ha sido planteado en los siguientes términos: 

Por libelo de demanda presentado en fecha 18 de diciembre de 1997, el ciudadano Ender Sanabria señaló que comparecía a demandar por concepto de Prestaciones Sociales argumentando lo siguiente: 

Alegó la parte actora que en fecha 31 de julio de 1995, fue contratado por la empresa IDALUCY FUENTE DE SODA, C.A., para prestar servicios personales, desempeñándose como mesonero y devengando un salario promedio mensual de Bs. 140.000,00; que en fecha 14 de junio de 1997, fue despedido de manera injustificada y que además, el patrono no hizo la participación de despido en su debida oportunidad legal.

Agregó el accionante que laboró los períodos vacacionales correspondientes a los años 1995-1996 y 1996-1997, sin que éstas hubiesen sido disfrutadas plenamente, las cuales deberían se canceladas de conformidad con el artículo 226 de la Ley Orgánica del Trabajo, en concordancia con lo establecido en la Cláusula Trigésima de la Reunión Normativa Laboral para la Rama de la actividad económica de Bares, Restaurantes, Fuentes de Soda, Discotecas, Cervecerías, Night Clubes, Areperas o tostadas Luncherías, Cafeterías, Pollos en Brasas, Parrilladas, Botellerías y Licorerías y en aplicación de Sentencia de fecha 24 de octubre de 1991, dictada por la Corte Suprema de Justicia.

Señaló la accionante que la empresa demandada le adeuda Bonos Vacacionales correspondiente al período 1995-1996, y la fracción de once (11) meses por el período 1996-1997, los cuales deben ser pagados según lo preceptuado en el artículo 223 de la Ley Orgánica del Trabajo y la Cláusula Trigésima Primera de la Reunión Normativa Laboral; que de igual manera le adeuda las utilidades correspondientes a las fracciones de los años 1995, 1996 y seis (06) meses del año 1997, de acuerdo al artículo 174 de la Ley Orgánica del Trabajo y la Cláusula Trigésima Segunda de la Reunión Normativa Laboral. 

Solicitó el accionante se aplicara el principio de la indexación Judicial o corrección monetaria sobre el salario, prestaciones sociales y demás conceptos derivados como consecuencia de la relación laboral y del pago de los intereses de mora. 

La parte actora demandó el pago de los siguientes conceptos: 

1.- Preaviso = 60 días x Bs. 5.159,26 = Bs. 309.554,40.

2.- Antigüedad = 120 días x Bs. 5.159,24 = Bs. 19.108,80.

3.- Vacaciones Vencidas = 24 días x 4.666,66 = Bs. 111.999,84.

(1995/1996)

4.- Vacaciones Fraccionadas = 22 días x Bs. 5.159, 24 = Bs. 113.503,28.

(1996/1997)

5.- Utilidades Fraccionadas = 12.50 días x Bs. 4.666,66 = Bs. 58.333,25.

(1995) 

6.- Utilidades = 30 días x Bs. 4.666,66 = Bs. 139.999,90.

(1996)

7.- Utilidades Fraccionadas = 15 días x Bs. 4.666,66 = Bs. 69.999,90.

(1997)

La suma de todos estos conceptos arroja un total que asciende a la cantidad de Bolívares Un millón ochocientos cincuenta y nueve mil ochocientos treinta y dos con cincuenta y cinco céntimos (Bs. 1.859.832,55); solicitando además, se decrete medida preventiva de embargo sobre bienes propiedad de la accionada y la citación de la empresa demandada en las personas de Francesco Guida Frisone u Omaira Coromoto López, en sus carácter de Presidente y Vicepresidente, respectivamente, para la contestación a la demanda.

En fecha 27 de enero de 1998, compareció el abogado Antonio José Paraco, apoderado actor, y consignó poder que acredita el carácter con que actúa. 

Admitida la demanda por el Tribunal de la causa mediante auto de fecha 04 de febrero de 1998, se ordenó el emplazamiento de la accionada en las personas de los ciudadanos Francesco Guida Frisone u Omaira Coromoto López, en sus carácter de Presidente y Vicepresidente, para los actos de contestación a la reclamación y conciliatorio. 

En fecha 19 de marzo de 1998, el ciudadano Arturo Castro Isculpi, en su carácter de Alguacil consignó boleta de citación sin firmar y mediante diligencia de fecha 20 de marzo de ese mismo año, el apoderado actor solicitó la citación de la accionada por carteles. 

Por auto fechado 20 de abril de 1998, el Tribunal A-quo acordó librar cartel de citación a la empresa demandada y en fecha 13 de mayo de 1998, compareció el Alguacil y consignó cartel de citación debidamente fijado el día 11/05/1998. 

Por diligencia de fecha 18 de mayo de 1998, el abogado Antonio Paraco, en su carácter de apoderado actor, solicitó se nombrara Defensor Ad-litem y en fecha 28 de mayo de ese mismo año, el Tribunal acordó lo solicitado y designó para dicho cargo a la abogada Lisbeth González, ordenando su notificación a los fines de dar su aceptación o excusa. 

En fecha 23 de julio de 1998, el Alguacil consignó boleta de notificación debidamente firmada por la abogada Lisbeth González, y por diligencia de fecha 27 de julio de ese mismo año, compareció dicha ciudadana y dejó constancia de su aceptación al cargo de defensor Ad- Litem y en fecha 29 de julio de 1998, el apoderado actor solicitó la citación de la abogada Lisbeth González.

En fecha 03 de agosto de 1998, compareció el abogado Antonio Medina, en su carácter de apoderado judicial de la parte demandada y consignó escrito de contestación a la demanda y poder que acredita el carácter con que actúa.

Al momento de dar contestación a la demanda, la parte accionada expuso lo siguiente:

Aceptó y convino en los siguientes alegatos del accionante: que laboró para la empresa desde el 31 de julio de 1995 hasta el 14 de junio de 1997; el salario mensual devengado (Bs. 140.000,00), es decir, Bs. 4.666.67 diarios; que le adeudaba los siguientes conceptos: 

1.- Vacaciones Vencidas: 15 x Bs. 4.666,67 = 69.999.90.

( 31/07/95 al 31/07/96) 

2.- Bono Vacacional = 7 x Bs. 4.666,67 = 32.666,62.

3.- Utilidades Fraccionadas = 5x2,66 x Bs. 4.666,66 = Bs. 62.066,58.

(1995)

4.- Vacaciones Fraccionadas = 11 x 1.83 x 4.666,67 = Bs. 93.940,07.

(1996-1997) 

5.- Utilidades Anuales = 32 x Bs. 4.666,67 = Bs. 149.333,12. 

(1996)

6.- Utilidades Fraccionadas = 5x 2,66 x Bs. 4.666,67 = Bs. 62.066,58.

(1997)

7.- Antigüedad = 60 x Bs. 4.666,66.

TOTAL = Bs. 750.072.47. 

Agregó la parte accionada, que estos son los montos que le corresponde cancelar por conceptos de prestaciones sociales, y que en efecto adeuda al trabajador la cantidad de Bs. 750.072,47, de conformidad con lo establecido en la Ley Orgánica del Trabajo, y no los que alega la accionante, ya que dicha empresa no tiene suscrito ningún contrato colectivo con sus trabajadores y en consecuencia no es vinculante para ésta la normativa establecida en él, aun cuando exista un Contrato Colectivo de manera general para esa Rama, ya que éste para que sea exigible debe ser suscrito por cada empresa.

Igualmente negó, rechazó y contradijo lo siguiente: el pago del preaviso, ya que nunca fue despedido; el pago doble de las prestaciones sociales, argumentando que en ningún momento la empresa lo despidió, y que prueba de ello fue, que el actor se amparó por ante el Servicio de Fuero Sindical del Área Metropolitana de Caracas, sin que pudiera demostrar que efecto, la empresa lo había despedido tal como lo alegaba, acudiendo la empresa a la Inspectoría y llegando a un acuerdo de que el trabajador se reintegrara a sus labores. Agregó la accionada en escrito de contestación, que en fecha 12 de septiembre de 1997, el trabajador accionante desistió del procedimiento de Reenganche y Pago de Salarios Caídos que había incoado en su contra ante la Inspectoría del trabajo y como fundamento a lo alegado consignó marcado “B”, copia certificada emitida por la Inspectoría del Trabajo, donde comprueba su argumento.

Solicitó la accionada que fuese declarado sin lugar el cobro de prestaciones dobles, así como el pago de las mismas de conformidad con el Contrato Colectivo General, ya que ésta no está suscrita al mismo; que la eximiera de las costas y del pago de intereses e indexación, y consignó al efecto comprobante de Depósito Bancario por la cantidad de Bs. 750.072,47, signado con el Nº 22397474.

Por diligencia de fecha 14 de agosto de 1998, el apoderado actor solicitó al Tribunal A-quo, le entregara la cantidad consignada por la parte demandada, señalando que dicho retiro, de modo alguno constituye aceptación o convalidación del monto demandado e insistió en la acción y en esa misma fecha el Tribunal acordó lo solicitado, y ordenó la entrega del cheque Nº 00606675, girado contra el Banco Industrial de Venezuela a nombre del ciudadano Antonio José Paraco por la cantidad de Bs. 750.072,50, el cual fue recibido en esa misma fecha.

En fecha 14 de agosto de 1998, la accionante consignó escrito de promoción de pruebas, el cual fue agregado a los autos en la misma fecha.

En fecha 17 de septiembre de 1998, el A-quo se pronunció respecto al escrito de promoción de pruebas de la demandante, admitiendo las mismas. Asimismo, por auto separado dictado en la misma fecha, se pronunció negando la admisión de las pruebas promovidas por la parte accionada por extemporáneas, señalando que el lapso de promoción de pruebas comprendía los días 11, 12, 13 y 14 de agosto de 1998, siendo dichas pruebas consignadas en fecha 05 de agosto de 1998.

En fecha 22 de septiembre de 1998, compareció el abogado Antonio Medina, apoderado actor, y apeló de dicho auto, el cual fue oído en un solo efecto por auto fechado 28 de septiembre de 1998, ordenando remitir las copias certificadas señaladas por la parte recurrente al Juzgado Distribuidor de Alzada, correspondiéndole su conocimiento al Juzgado Superior Quinto del Trabajo de esta Circunscripción Judicial.

En fecha 14 de enero de 1999, el Tribunal declaró sin lugar la apelación interpuesta por la parte demandada contra el auto fechado 17 de septiembre de 1998, que negó la admisión del escrito de promoción de pruebas presentado por la parte actora, confirmando el fallo apelado.

Mediante auto de fecha 26 de mayo de 1999, la Dra. Marianella Velasco se avocó al conocimiento de la causa y ordenó la notificación de las partes para la continuación del proceso.

En la oportunidad legal correspondiente de presentar informes, ninguna de las partes hicieron uso de ese derecho.

En fecha 08 de febrero de 2000, el Tribunal de la Causa se pronunció respecto al fondo.

Por diligencia de fecha 11 de febrero 2000, de la apoderado judicial de la parte demandante se dio por notificado de la sentencia dictada y solicitó la notificación de la demandada.

En fecha 21 de febrero de 2000, se ordenó la notificación de la empresa demandada de la decisión dictada por ese Tribunal, la cual se verificó en fecha 24 de febrero de ese mismo año, según consta del folio 155.

En fecha 11-07-00, compareció el abogado Antonio José Medina y apeló de la sentencia dictada en fecha 08 de febrero de 2000.

Siendo la oportunidad para decidir, este Tribunal lo hace basándose en las siguientes consideraciones:

Señaló la decisión de la Primera Instancia que la empresa demandada quedó confesa en el presente proceso por cuanto presentó el escrito de contestación a la demanda extemporáneamente, aunado a ello consideró mediante auto de fecha 17 de septiembre de 1998, que las pruebas presentadas por la misma, fueron extemporáneas. De igual manera indicó, que la contestación a la demanda fue presentada el 03 de agosto de 1998, es decir, el mismo día en que se dio por citada y no al tercero (3ero) como lo establece el artículo 68 de la Ley Orgánica del Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, determinando que la accionada compareció a juicio el día 03 de agosto de 1998, fecha en la cual comenzó a correr el lapso para la contestación a la demanda, y según el cómputo del Tribunal A-quo los días de despachos transcurridos a partir de esa fecha fueron el 5, 7 y 10 de agosto de 1998, correspondiendo la oportunidad a la contestación el día 10 de agosto de 1998. Asimismo señaló, que la demandada promovió pruebas el 05 de agosto de 1998, y de acuerdo al cómputo del Tribunal de la causa dicho lapso correspondía los días 11, 12, 13 y 14, motivo por el cual negó la admisión de las mismas por extemporáneas, tal como se evidencia del auto cursante al folio 111.

De un análisis minucioso de las actas que conforman el presente expediente, se observa: Que la accionada, efectivamente, al momento de darse por citada dio contestación a la demanda (03/08/1998), sin dejar transcurrir el tercer (3) día de despacho siguiente para dar contestación a la demanda que establece el artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, correspondiendo la oportunidad legal para dicha contestación el día 10 de agosto de 1998, tal como lo señala el cómputo del auto dictado por el tribunal A-quo de fecha 17 de septiembre de 1998 (folio 111). De igual manera observa quien sentencia, que la parte accionante consignó diligencia de fecha 05 de agosto de 1998 (folio 79) donde promueve el mérito favorable de los autos y fundamentalmente el anexo marcado “B” en todo su contenido, siendo la oportunidad legal de conformidad con el cómputo de días de despacho presentado por el Tribunal de la causa (folio 111) los días 11, 12, 13 y 14 de agosto de 1998. Pero, es el caso de autos, que el A-quo al momento de admitir el escrito de promoción pruebas presentado por la parte accionada negó las mismas por extemporáneas.

Al respecto, establece el artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo que:

“En el tercer día hábil después de la citación, más el término de la distancia, si lo hubiere, el demandado o quien ejerza su representación, deberá al contestar la demanda, determinar con claridad cuáles de los hechos invocados en el libelo admite como ciertos y cuales niega o rechazar y expresar asimismo los hechos o fundamentos de su defensa que creyere conveniente alegar.

Antes de concluir el acto de la litis contestación el Juez podrá interrogar a la parte demandada sobre alguno o más de los hechos que éste no hubiere rechazado en forma determinada y su respuesta se tendrá como parte de la contestación.

Se tendrán por admitidos aquellos hechos indicados en el libelo respecto de los cuales, al contestarse la demanda, no se hubiere hecho la requerida determinación ni aparecieren desvirtuadas por ninguno de los elementos del proceso.

Por su parte, el artículo 362 del Código de Procedimiento Civil establece que:

“Si el demandado no diere contestación a la demanda dentro de los plazos indicados en este Código, se le tendrá por confeso en cuanto no sea contraria a derecho la petición del demandante si nada probare que le favorezca”.

En virtud de lo anterior, concluye este Juzgador, que la presentación de la contestación de la demanda fue extemporánea, así como la consignación de las pruebas de la parte accionada, por lo que en aplicación de lo establecido en el artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, en concordancia con el artículo 362 del Código de Procedimiento Civil y en vista que la petición de la demandante no es contraria a derecho, se tiene a la Sociedad Mercantil IDALUCY FUENTE DE SODA, C.A., por CONFESA, toda vez que se encuentra enmarcada en los supuestos de hecho que establecen las normas antes mencionadas y, en consecuencia, se tienen por admitidos los hechos alegados por el actor en su libelo de demanda, debiendo ser condenada al pago de los conceptos y cantidades reclamadas por éste último, absteniéndose por lo tanto, esta Alzada de pronunciarse respecto a las defensas esgrimidas por la accionada en su escrito de contestación de la demanda y de analizar las pruebas traídas a los autos, por considerarlo este Juzgador, como inoficioso dado el caso de autos. ASÍ SE DECIDE.-

En consecuencia, se tienen por admitidos los siguientes hechos explanados por el ciudadano Ender Sanabria en su escrito de demanda: Fecha de ingreso el día 31 de julio de 1995; el cargo desempeñado de Mesonero; el salario mensual devengado de bolívares Ciento Cuarenta Mil (Bs. 140.000,00); la fecha de egreso, el día 14 de julio de 1997; el tiempo de servicio de un (1) año y once (11) meses; los conceptos y cantidades reclamadas, a saber: preaviso en razón de 60 días por Bs. 5.159,26 la suma de Bs. 309.554,40; antigüedad en razón de 120 días por Bs. 5.159,24 la cantidad de Bs. 19.108,80; vacaciones vencidas del período 1995-1996, 24 días por 4.666,66, la suma de Bs. 111.999,84; vacaciones fraccionadas del período 1996-1997, 22 días por Bs. 5.159,24 la cantidad de Bs. 113.503,28; utilidades Fraccionadas del período 1995, en razón de 12.50 días por Bs. 4.666,66 la suma de Bs. 58.333,25; utilidades del período 1996, 30 días por Bs. 4.666,66, la cantidad de Bs. 139.999,90 y las utilidades Fraccionadas del período 1997, 15 días por Bs. 4.666,66 la suma de Bs. 69.999,90; todo lo cual hace un total reclamado por concepto de prestaciones sociales de Bolívares Un Millón Ochocientos Cincuenta y Nueve Mil Ochocientos Treinta y Dos con Cincuenta y Cinco Céntimos (Bs. 1.859.832,55).

En lo que respecta a los intereses sobre prestaciones sociales que se le adeudan, por cuanto consta en autos que la parte actora solicitó al Tribunal A-quo la entrega de la cantidad de Bs. Setecientos Cincuenta mil Setenta y Dos con Cincuenta Céntimos (Bs. 750.072,50), cantidad ésta consignada por la parte demandada, lo cual fue acordado por auto fechado 14 de agosto de 1998 (folio 82) y retirado en esa misma fecha, según consta de diligencia cursante al folio 83, en consecuencia, se le ordena pagar el monto faltante que se le adeuda a la parte demandante, es decir, la cantidad de Bs. Un Millón Ciento Nueve Mil Setecientos Sesenta (Bs. 1.109.760), para su cancelación se tomarán en cuenta los intereses que genere la antigüedad año a año, durante el tiempo de prestación de servicios conforme a las diferentes resoluciones dictadas por el Banco Central de Venezuela y para su cuantificación se requiere realizar una experticia contable, complementaria del fallo conforme a lo pautado en el artículo 249 del Código de Procedimiento Civil, y así será ordenado en el dispositivo del presente fallo. Así se decide.

En lo referente a la Indexación Judicial solicitada por los conceptos demandados, este Juzgador de conformidad con la Sentencia de la Sala de Casación Civil de la Extinta Corte Suprema de Justicia de fecha 17 de marzo de 1993, se condena a la demandada a cancelar por concepto de ajuste inflacionarios de los conceptos demandados, el monto real de los mismos, desde la fecha de la presentación de la demanda ocurrida en fecha 18 de diciembre de 1997 hasta la definitiva cancelación de los mismos, para lo cual se ordena oficiar al banco Central de Venezuela, que indique los precios del mercado al consumidor que deben ser aplicados a las cantidades condenadas.

Por todos los razonamientos que anteceden este Juzgado Superior Sexto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, en nombre de la República Bolivariana de Venezuela y por Autoridad de la Ley, Declara: PRIMERO: SIN LUGAR el Recurso de Apelación ejercido por el apoderado judicial de la parte demandada Abogado Antonio José Medina en fecha 01 de marzo de 2000, en contra de la Sentencia Definitiva de fecha 08 de febrero de 2000 dictada por el Juzgado Sexto de Primera Instancia del Trabajo de esta misma Circunscripción Judicial. SEGUNDO: CON LUGAR la acción que por Prestaciones Sociales y otros conceptos previstos en la Ley Orgánica del Trabajo intentó el ciudadano Ender Sanabria en contra de la Sociedad Mercantil Idalucy Fuente de Soda, C.A.,. TERCERO: SE CONFIRMA el fallo apelado. CUARTO: Se condena a la Sociedad Mercantil Idalucy Fuente de Soda, C.A., al pago de los siguientes conceptos y cantidades, a saber: preaviso en razón de 60 días por Bs. 5.159,26 la suma de Bs. 309.554,40; antigüedad en razón de 120 días por Bs. 5.159,24 la cantidad de Bs. 19.108,80; vacaciones vencidas del período 1995-1996, 24 días por 4.666,66, la suma de Bs. 111.999,84; vacaciones fraccionadas del período 1996-1997, 22 días por Bs. 5.159,24 la cantidad de Bs. 113.503,28; utilidades Fraccionadas del período 1995, en razón de 12.50 días por Bs. 4.666,66 la suma de Bs. 58.333,25; utilidades del período 1996, 30 días por Bs. 4.666,66, la cantidad de Bs. 139.999,90 y las utilidades Fraccionadas del período 1997, 15 días por Bs. 4.666,66 la suma de Bs. 69.999,90; todo lo cual hace un total reclamado por concepto de prestaciones sociales de Bolívares Un Millón Ochocientos Cincuenta y Nueve Mil Ochocientos Treinta y Dos con Cincuenta y Cinco Céntimos (Bs. 1.859.832,55); todo lo cual hace un total reclamado por concepto de prestaciones sociales de Bolívares Un Millón Ochocientos Cincuenta y Nueve Mil Ochocientos Treinta y Dos con Cincuenta y Cinco Céntimos (Bs. 1.859.832,55), menos la cantidad retirada por la parte actora, es decir Bs. Setecientos Cincuenta mil Setenta y Dos con Cincuenta Céntimos (Bs. 750.072,50), lo que hace un total de Bs. UN MILLÓN CIENTO NUEVE MIL SETECIENTOS SESENTA (Bs. 1.109.760). Más los intereses sobre las prestaciones sociales, los cuales deberán ser determinados por experticia complementaria del fallo. QUINTO: Se ordena a la Sociedad Mercantil Idalucy Fuente de Soda, C.A., la cancelación de los intereses sobre las Prestaciones Sociales de Antigüedad, a la rata determinada por el Banco Central de Venezuela desde el 01 de agosto de 1996 hasta la fecha de su definitiva cancelación. Dichos intereses de antigüedad se calcularán a través de una experticia complementaria del fallo que se ordena practicar de conformidad con lo dispuesto en el artículo 249 del Código de Procedimiento Civil, por un solo experto, cuyos honorarios correrán por cuenta de la demandada. Igualmente dicho experto deberá practicar la experticia complementaria del fallo a fin de determinar la corrección monetaria sobre las cantidades de dinero condenadas a pagar a la parte actora, calculadas desde la fecha de la admisión de la demanda 04 de febrero de 1998, incluyendo lo que arroje la experticia complementaria del fallo respecto a los intereses, según el índice de precios al consumidor publicado por el Banco Central de Venezuela hasta su efectiva cancelación. SEXTO: Se condena en costas a la parte recurrente (parte accionada) de conformidad con el artículo 281 del Código de Procedimiento Civil, por haber resultado totalmente vencida en el presente recurso. 

PUBLÍQUESE, REGÍSTRESE , NOTIFÍQUESE Y DÉJESE COPIA

Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho del Juzgado Superior Sexto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, a los veintiún (21 ) días del mes de febrero del año dos mil uno (2.001). Años 190° de la Independencia y 141° de la Federación.

El Juez,

Dr. Julio R. Alfonzo Sotillo

La Secretaria,

Abg. Teresa Fernándes

NOTA: En la misma fecha de hoy, se dictó, publicó y diarizó la anterior decisión, siendo las 11:00 a.m., previo el cumplimiento de las formalidades de Ley.

La Secretaria,

Abg. Teresa Fernándes

EXP. N°: 1426-
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Prestaciones Sociales.

